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Accionante:

RUBIELA TABIMA MARÍN (Agente oficioso de su esposo)
Accionados:
      
Dirección de Sanidad Militar - Dispensario Médico 3029 del batallón de Artillería “Batalla de San Mateo”
Proceso:                
Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas:    
DERECHOS A LA SALUD Y A LA VIDA DIGNA / PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS Y SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. “[D]e lo arrimado al escrito de tutela se desprende que la condición médica del señor VICENTE DEVIA le impide acudir por sus propios medios a interponer la acción constitucional, en tanto como así lo afirma su cónyuge se encuentra postrado en cama y además presenta demencia senil lo que implica que no puede valerse por sí mismo, tornándose en consecuencia la agencia oficiosa como la manera más idónea para que éste puede concurrir en procura de la salvaguarda de los derechos fundamentales que considera vulnerados por Sanidad Militar. (…)en relación con los servicios que requiere el enfermo y que ahora reclama, según aduce su cónyuge, se adelantaron las gestiones pertinentes ante Sanidad del Ejército Nacional, donde le indicaron que se encontraban a la espera de que ello fuera autorizado, sin que transcurridos más de cuatro meses desde tal circunstancia se le hubiere dado respuesta alguna, situación ésta que no fue desvirtuada de manera alguna por las entidades accionadas, mismas que guardaron silencio dentro de este asunto, razón que conlleva a predicar, de conformidad con la presunción de veracidad a que alude el canon 20 del Decreto 2591/91 que lo dicho por el actor, es cierto. Tal desidia del Dispensario Médico en adelantar las gestiones administrativas pertinentes para otorgar al señor VICENTE DEVIA los procedimientos, insumos y medicinas que le fueron prescritas por la galeno tratante, va en contravía de los postulados constitucionales, máxime cuando debía al menos tener consideración en que el afectado es un sujeto de especial protección,  pues por tratarse de un adulto mayor de 88 años de edad que se halla en circunstancias de debilidad manifiesta, no solo por su avanzada edad, sino por sus múltiples patologías que lo tienen postrado en cama, además de padecer demencia senil, por lo cual se hace necesario salvaguardar su derecho a la salud (…). [E]n aras de asegurar que la atención de salud que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería “Batalla de San Mateo” que de manera continua le preste al señor VICENTE DEVIA los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que se le prescriban con ocasión de las patologías que padece. (…) Así mismo, la accionada brindará al señor VICENTE DEBIA el tratamiento integral que necesite para la atención de sus enfermedades, aunque se encuentren excluidos del POS.”.
Citación jurisprudencial: Sentencia T-004 de 2013 / Sentencia T-160 de 2014 /Sentencia  T-420 de 2007 / Sentencia T-384 de 2013 / Sentencia T-398 de 2008 / Sentencia T-408 de 2011 / Sentencia T-039 de 2013.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación N° 1166
                                                  Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora RUBIELA TABIMA MARÍN, en su condición de agente oficioso del señor VICENTE DEVIA, en contra de la Dirección de Sanidad Militar -entiéndase Dispensario Médico 3029 del batallón de Artillería “Batalla de San Mateo”-, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y vida digna.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que aporta la esposa del señor VICENTE DEVIA, como agente oficiosa, se puede sintetizar así: (i)  tiene 88 años, es retirado del Ejército Nacional y a raíz de que padece osteoporosis en la cadera y columna cervical se encuentra postrado en cama; (ii) desde mayo 29 fue declarado interdicto por su avanzada edad y múltiples patologías, por lo cual no puede interponer la acción constitucional de manera directa; (iii) por su demencia senil no controla esfínteres y tiene metástasis vertebral de etiología no conocida, por lo cual desde mayo 29 la médico internista le prescribió lo siguiente: “visita médica domiciliaria semanal, apoyo diario por auxiliar de enfermería domiciliaria en cuidados del paciente, valoración domiciliaria por  cuidados paliativos, cama hospitalaria, soporte nutricional ensure en lata, 2 semanales”; (iv) los pañales se rehusaron a entregárselos por lo cual acudió en tutela, pero en ese momento no pidió lo ordenado por la internista ya que en el batallón le indicaron que estaba a la espera de su aprobación, y (v) como han pasado 4 meses desde esa oportunidad sin resultados y al observar que la calidad de vida de su esposo se deteriora con rapidez, además de sentirse cansada por cuanto viven solos y nadie le ayuda en su cuidado, reclama la intervención constitucional no solo para que mejore la vida de su cónyuge sino la suya propia, al estar altamente afectada por la falta de solidaridad, pese a que su esposo prestó sus servicios al ejército por más de 25 años.

Con fundamento en lo anterior pide la protección de los derechos fundamentales a la salud y vida digna y en consecuencia se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad Militar del Batallón San Mateo que en las 48 siguientes disponga la autorización y realización de los elementos prescritos.

3.- CONTESTACIÓN

Admitida la acción constitucional, se corrió traslado de la tutela al Dispensario Médico 3029 adscrito al Batallón de Artillería “Batalla de San Mateo” y se ordenó la vinculación de la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, quienes guardaron absoluto silencio dentro del término concedido.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el caso puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales del señor VICENTE DEVIA y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La señora RUBIELA TABIMA MARÍN acudió ante el juez constitucional como agente oficioso
 de su esposo VICENTE DEVIA, con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atentaba contra sus derechos fundamentales, consistente en la negación por parte de las entidades accionadas en expedir las autorizaciones respectivas para la obtención lo insumos y procedimientos que le fueron prescritos por la médico internista que lo atiende.

En primer lugar debe indicar la Sala que en efecto, de lo arrimado al escrito de tutela se desprende que la condición médica del señor VICENTE DEVIA le impide acudir por sus propios medios a interponer la acción constitucional, en tanto como así lo afirma su cónyuge se encuentra postrado en cama y además presenta demencia senil lo que implica que no puede valerse por sí mismo, tornándose en consecuencia la agencia oficiosa como la manera más idónea para que éste puede concurrir en procura de la salvaguarda de los derechos fundamentales que considera vulnerados por Sanidad Militar.

La presente solicitud de amparo se instauró con el propósito de proteger las garantías constitucionales del señor VICENTE DEVIA, las cuales estima vulneradas por la Dirección Seccional de Sanidad del Ejército Nacional, Seccional Risaralda, más concretamente por el Dispensario Médico Nro. 3029 del Batallón de Artillería “Batalla de San Mateo” de Pereira, quien es el encargado de la prestación de los servicios asistenciales, por cuanto a la fecha no le ha autorizado los procedimientos que le fueron ordenados por la Internista ADRIANA RIVERA y que se hallan plasmadas en la historia clínica arrimada al dossier, de donde se desprende que a éste le fue prescrito lo siguiente: “UROCULTIVO CON ANTIBIOGRAMA Y SU VALORACIÓN POR MEDICINA GENERAL; VISITA MÉDICA DOMICILIARIA SEMANAL; CURACIONES DIARIAS POR AUXILIAR DE ENFERMERÍA DOMICILIARIA EN CUIDADOS DEL PACIENTE; VALORACIÓN DOMICILIARIA POR CIUDADOS PALIATIVOS, CAMA HOSPITALARIA, SOPORTE NUTRICIONAL ENSURE EN LATA, EN CANTIDAD DE DOS POR SEMANA; ACETAMINOFEN + HIDROCONONA 5 MG y DEXAMETASONA AMPOLLA x 4 MG” si bien en la referida historia se hace alusión a pañales N° 21 cada tres días, la agente oficiosa fue clara en señalar que ante su no entrega en oportunidad, hubo de presentar acción constitucional, que fue fallada por la Sala Civil Familia de esta misma Corporación.

Y en relación con los servicios que requiere el enfermo y que ahora reclama, según aduce su cónyuge, se adelantaron las gestiones pertinentes ante Sanidad del Ejército Nacional, donde le indicaron que se encontraban a la espera de que ello fuera autorizado, sin que transcurridos más de cuatro meses desde tal circunstancia se le hubiere dado respuesta alguna, situación ésta que no fue desvirtuada de manera alguna por las entidades accionadas, mismas que guardaron silencio dentro de este asunto, razón que conlleva a predicar, de conformidad con la presunción de veracidad a que alude el canon 20 del Decreto 2591/91 que lo dicho por el actor, es cierto.

Tal desidia del Dispensario Médico en adelantar las gestiones administrativas pertinentes para otorgar al señor VICENTE DEVIA los procedimientos, insumos y medicinas que le fueron prescritas por la galeno tratante, va en contravía de los postulados constitucionales, máxime cuando debía al menos tener consideración en que el afectado es un sujeto de especial protección,  pues por tratarse de un adulto mayor de 88 años de edad
  que se halla en circunstancias de debilidad manifiesta, no solo por su avanzada edad, sino por sus múltiples patologías que lo tienen postrado en cama, además de padecer demencia senil, por lo cual se hace necesario salvaguardar su derecho a la salud, como así lo tiene decantado la Corte Constitucional
:

“[…] esta Corte ha consolidado que la acción de tutela es un medio judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto a los derechos a la seguridad social y a la salud, con mayor razón frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta (inciso final art. 13 Const.), entre los que están los niños, niñas y adolescentes, las personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De tal manera ha expresado
:

“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P. arts. 13, 46 y 47), la salud tiene el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección constitucional a través de la acción de tutela.” -negrillas de la Sala-
En este asunto se tiene establecido que el señor VICENTE DEVIA se encuentra afiliado a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, por tener la calidad de suboficial retirado, cuyos servicios de salud son prestados en esta capital por parte del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, al cual de conformidad con lo indicado en la Historia Clínica arrimada al dossier se le ha diagnosticado “mieloma múltiple, diabetes mellitus tipo 2 no insulinorequirente, hipertrofia prostática benigna e inmovilidad”, quien además, como así lo plasmó en dicho documento la profesional de medicina interna que lo atendió es un “paciente anciano frágil […] postrado en cama, diagnóstico de metástasis vertebrales de etiología no conocida […]”, pero aun así, por parte de la entidad accionada no se le han prestado las ayudas que éste requiere pese a la condición que actualmente ostenta.

Ahora bien, aunque a la actuación solo se allegó copia de las órdenes para  la realización de las curaciones de escaras por intermedio de enfermería, así como el “urocultivo con antibiograma, con carácter prioritario”, sin que se aportara otra orden médica para lo que pide en sede de tutela la esposa del actor, no puede desconocer la Sala la crítica situación de salud que padece el señor VICENTE DEVIA, quien a raíz de sus múltiples afecciones necesita servicios en su residencia habida cuenta de su imposibilidad de locomoción, aunado al hecho de que por encontrarse postrado en cama, con la única ayuda de su esposa quien tiene 64 años, se hace más dificultosa su cuidado, lo que amerita la intervención por parte del Juez Constitucional con miras a que la entidad encargada de la prestación de los auxilios en salud que requiere el actor se apersone del asunto de manera inmediata y le brinde las atenciones que reclama, algunas de ellas de índole paliativo, que solo buscan mejorar la calidad de vida del actor.
Según la agente oficiosa del enfermo, por parte del Dispensario Médico 3029 no se le ha autorizado al afectado los procedimientos que solicita, lo que no fue desvirtuado por las accionadas ante su silencio en el presente trámite,  lo cual no es entendible, al contar con el presupuesto necesario para atender las exigencias de salud del señor VICENTE DEVIA y su no asistencia oportuna, en sentir de esta Corporación constituye una dilación injustificada que da al traste con la prestación del derecho fundamental a la salud pretendido, como así lo ha decantado la Guardiana de la Constitución. Véase: 

“Para la Corte la prestación efectiva de los servicios de salud incluye el que se presten de forma oportuna, a partir del momento en que un médico tratante determina que se requiere un medicamento o procedimiento. Las dilaciones injustificadas, es decir, aquellos trámites que se imponen al usuario que no hacen parte del proceso regular que se debe surtir para acceder al servicio, y que además, en muchos casos, se originan cuando la entidad responsable traslada el cumplimiento de un deber legal al paciente, lleva a que la salud del interesado se deteriore, lo que se traduce en una violación autónoma del derecho a la salud.

3.5. Aunado a lo anterior, también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud”. 
 

Tal circunstancia lleva a considerar a este Tribunal que en efecto los derechos fundamentales del adulto mayor han sido quebrantados por la entidad encargada de brindarle la asistencia médica y por ende se debe procurar por su salvaguarda, y el mutismo que las accionadas mostraron en desarrollo de esta acción lo que evidencia es el poco interés que les asiste para lograr que sus afiliados o beneficiarios obtengan el cuidado requerido, máxime cuando en este caso el afectado es una anciano que goza de especial protección constitucional a quien seguramente con los procedimientos, servicios, insumos y medicinas ordenadas por la internista tratante, se podrá mejorar en algo su calidad de vida.

De igual forma y como quiera que luego de los procedimientos médicos dispuestos para el señor VICENTE DEVIA éste pude requerir una serie de atenciones relacionadas con las patologías que dieron origen a la presente acción -“mieloma múltiple, diabetes mellitus tipo 2 no insulinorequirente, hipertrofia prostática benigna”-, de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, en especial porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, y en aras de asegurar que la atención de salud que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería “Batalla de San Mateo” que de manera continua le preste al señor VICENTE DEVIA los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que se le prescriban con ocasión de las patologías que padece.
De conformidad con lo discurrido, la Sala tutelará el derecho fundamental a la salud del que es titular el señor VICENTE DEVIA, y en consecuencia ordenará al Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional para que de manera conjunta y dentro del término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, de no haberlo hecho, autoricen la prestación de los servicios, procedimientos, insumos y medicinas que este requiere a saber: “UROCULTIVO CON ANTIBIOGRAMA Y SU VALORACIÓN POR MEDICINA GENERAL; VISITA MÉDICA DOMICILIARIA SEMANAL; CURACIONES DIARIAS DE ESCARAS SACRAS POR AUXILIAR DE ENFERMERÍA DOMICILIARIA EN CUIDADOS DEL PACIENTE; VALORACIÓN DOMICILIARIA POR CIUDADOS PALIATIVOS, CAMA HOSPITALARIA, SOPORTE NUTRICIONAL ENSURE EN LATA, EN CANTIDAD DE DOS POR SEMANA; ACETAMINOFEN + HIDROCONONA 5 MG y DEXAMETASONA AMPOLLA x 4 MG”, las cuales deberán empezar a hacerse efectivas en un plazo no mayor de cinco (5) días. Así mismo, la accionada brindará al señor VICENTE DEBIA el tratamiento integral que necesite para la atención de sus enfermedades, aunque se encuentren excluidos del POS.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental a la salud del que es titular el señor  VICENTE DEVIA.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Dirección del Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, para que de manera conjunta y dentro del término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia -de no haberlo hecho-, autorice la prestación de los servicios, procedimientos, insumos y medicinas que este requiere denominadas: “urocultivo con antibiograma y su valoración por medicina general; visita médica domiciliaria semanal; curaciones diarias de escaras sacras por auxiliar de enfermería domiciliaria en cuidados del paciente; valoración domiciliaria por cuidados paliativos, cama hospitalaria, soporte nutricional ensure en lata, en cantidad de dos por semana; acetaminofén + hidroconona 5 mg, y dexametasona ampolla x 4 mg”, las cuales deberán empezar a hacerse efectivas en un plazo no mayor de cinco (5) días.
TERCERO: SE ORDENA a la Directora del Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que de manera ágil, oportuna y eficaz, le preste al señor VICENTE DEVIA el tratamiento integral que pueda requerir en relación con las enfermedades puestas de presente en este trámite, aunque se encuentre excluido del POS.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� En sentencia T-004/13 la Corte Constitucional señaló: “Cuando la acción de tutela es interpuesta por intermedio de agente oficioso, la jurisprudencia constitucional ha señalado los siguientes elementos normativos: (i) el agente oficioso debe manifestar que está actuando como tal; (ii) del escrito de tutela se debe poder inferir que el titular del derecho está imposibilitado para ejercer la acción de tutela, ya sea por circunstancias físicas o mentales; (iii) la informalidad de la agencia, pues esta no implica que deba existir una relación formal entre el agente y los agenciados; (iv) la ratificación de lo actuado dentro del proceso.”


� Nació en abril 27 de 1928, ver cédula, visible a folio 5.


� Sentencia T-160 de 2014.


� T-420 de mayo 24 de 2007, M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� T-384 de 2013.


� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.
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